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RESUMEN 

El presente trabajo versa sobre las consecuencias de la entrega tardía de 

terrenos a favor del Contratista en el marco de la Obra Pública para el 

Mejoramiento de la Av. Néstor Gambetta en el Callao y cómo dicha situación 

puede causar la ruptura del equilibrio económico financiero del Contrato (EEC). 

El referido escenario, comúnmente recurrente en la contratación pública, fue el 

caso del Gobierno Regional del Callao y el Consorcio Nueva Gambetta, razón 

por la cual este último acudió a la vía arbitral para reclamar las distintas 

ampliaciones de plazo negadas por la Entidad, costos directos y mayores gastos 

generales variables. 

Ante ello, el Tribunal Arbitral mediante Laudo recaído en el Caso Arbitral N° 

2728-2013-CCL resolvió a favor de las pretensiones planteadas por el 

Contratista, a excepción de los Costos Directos, sobre los cuales realizó 

descuentos. Sobre la base de lo anterior, se analizará qué tipo de obligación 

constituye la entrega de terrenos que permita asumir una postura sobre dichos 

reclamos y determinar si efectivamente, el Contratista sufrió una ruptura de la 

ecuación financiera del Contrato que no se reestableció en la vía arbitral. Se 

verificarán también las condiciones que deben concurrir en el EEC. 

Finalmente, se brindarán unas breves conclusiones a los problemas jurídicos 

planteados. 

Palabras clave 
Equilibrio económico-financiero del Contrato, obligación esencial, terrenos, 

costos directos. 
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ABSTRACT 
This paper deals with the consequences of the late delivery of land in favor of the 

contractor in the framework of the public works for the improvement of Néstor 

Gambetta Avenue in Callao, and how such a situation can cause the breach of 

the economic and financial equilibrium of the contract (EEC). The aforementioned 

scenario, common in public contracts, was the case of the Regional Government 

of Callao and the Nueva Gambetta Consortium, which is why the latter resorted 

to arbitration to claim the various extensions of time, direct costs and higher 

variable overheads denied by the entity. 

Against this background, the Arbitral Tribunal, by means of the Award in 

Arbitration Case No. 2728-2013-CCL, ruled in favor of the claims raised by the 

Contractor, with the exception of the direct costs, to which it applied discounts. 

Based on the above, it will be analyzed what kind of obligation constitutes the 

delivery of land that allows to take a position on such claims and to determine 

whether the Contractor has indeed suffered a breach of the financial equilibrium 

of the contract that has not been restored in the arbitration proceedings. The 

conditions to be met in the EEC are also examined. 

Finally, a brief conclusion is drawn on the legal issues raised. 

  Keywords 
Economic and financial equilibrium of the contract, essential obligation, land, 

direct costs. 
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I. INTRODUCCIÓN

1.1. Justificación de la elección de la resolución 

Luego de la revisión de diversos laudos arbitrales, se ha optado por la Resolución 

N° 21 que contiene el Laudo Arbitral de fecha 1 de diciembre de 2015 (en 

adelante, el Laudo) recaído en el Caso Arbitral N° 2728-2013-CCL seguido por 

el Consorcio Nueva Gambetta y el Gobierno Regional del Callao. Este fue 

emitido por el Tribunal Arbitral conformado por los árbitros José Talavera 

Herrera, en calidad de Presidente; Elio Otiniano Sánchez y Rony Salazar 

Martínez, en calidad de árbitros de parte.  

La elección del Laudo se encuentra justificada en la relevancia de las Obras de 

interés público ejecutadas bajo la normativa de la Ley de Contrataciones, obras 

de las cuales, naturalmente, surgen diversos problemas de relevancia jurídica.  

Puntualmente, entre el Consorcio Nueva Gambetta y GORE CALLAO, surgieron 

problemas desde el inicio de la ejecución contractual, derivados de la entrega 

tardía del terreno para que el Consorcio pueda realizar los trabajos 

encomendados mediante un contrato de Suma Alzada. De estos problemas de 

ejecución contractual devengaron diversas solicitudes de ampliaciones de plazo 

en el marco de una obra demorada, mas no paralizada en su totalidad. 

Adicionalmente, dichas ampliaciones de plazo generaron que el Consorcio 

reclame mayores gastos generales tanto en la Obra principal como en el 

Adicional de obra N° 4 y costos directos.  

La complejidad del Laudo elegido se centra en la decisión polémica del Tribunal 

Arbitral el cual se basó en la existencia de una obra con un manifiesto impacto 

en el calendario de actividades, pero no totalmente paralizada. En base a dicha 

diferenciación, laudó sobre extremos no traídos a colación ni debatidos por las 

partes durante las actuaciones del arbitraje, realizando descuentos en la parte 

resolutiva del Laudo en desmedro de lo reclamado por el Consorcio.  

Se trata entonces de un Laudo que cuenta con un alto nivel de complejidad en 

el marco de distintos conceptos de las contrataciones públicas, desde la 

modalidad de la contratación, la importancia del sistema utilizado, 
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enfrentamiento entre conceptos jurídicos como la paralización total o parcial de 

obra y su incidencia en las valorizaciones parciales y liquidación final de obra. 

Todo ello resulta necesario de analizar acorde a la doctrina, jurisprudencia y 

pronunciamientos del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 

(jurisprudencia administrativa). 

 
1.2. Presentación del Caso 

 

En el marco de la Obra Pública para el Mejoramiento de la Av. Néstor Gambetta 

– Callao, el Gobierno Regional del Callao (en adelante, el GORE CALLAO) y 

Consorcio Nueva Gambetta (en adelante, el Consorcio) suscribieron el Contrato 

para la elaboración del expediente técnico del estudio definitivo y su posterior 

ejecución por un plazo contractual de 840 días. 

Dada la entrega tardía del terreno a cargo del GORE, se registró un retraso en 

el Calendario de Avance de Obra correspondiente a 35 días, los cuales fueron 

materia de solicitud de Ampliación de Plazo N° 12. A su vez, este derivó en que 

el Consorcio reclamara en sede arbitral Mayores Gastos Generales y Costos 

Directos derivados de la no entrega oportuna de un tramo del terreno. Sobre ello, 

el Tribunal Arbitral laudó a favor de otorgar al Consorcio la Ampliación de Plazo 

reclamada, así como sus respectivos Costos Directos; sin embargo, realizó 

descuentos por i) montos pagados por la Entidad de manera progresiva y ii) 

montos sobre equipos que fueron valorizados, y pagados, durante los meses de 

la ejecución demorada del Contrato.  

Respecto de los descuentos referidos, surge el problema principal que abordaré 

en el Informe Jurídico, respecto de un posible incumplimiento contractual por las 

partes. En este se analizarán, por un lado, los reclamos del Contratista ante la 

Entidad en el marco de una paralización de obra y, por otro lado, la inactividad 

de equipos (paralización parcial de obra), sus diferencias, similitudes y puntos 

de conexión. Asimismo, el Informe tiene como objetivo analizar las diversas 

instituciones de las Contrataciones Públicas como las Ampliaciones de Plazo, el 

sistema de contratación a Suma Alzada como limitante para el reclamo de los 

Costos Directos y Mayores Gastos, así como la naturaleza de estos últimos 

conceptos. 
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
2.1. Antecedentes  

 
El caso se desarrolla en el marco del Proyecto de Inversión Pública 
“Mejoramiento de la Av. Nestor Gambetta – Callao”, el cual, según el Decreto 

de Urgencia N° 052-2009, fue declarado necesidad nacional debido a su 

cercanía y utilidad para el acceso al Terminal Marítimo del Callao, primer puerto 

marítimo del Perú. Este Proyecto de gran envergadura supuso una inversión 

ascendente a S/ 513,979,904.00 (quinientos trece millones novecientos setenta 

y nueve mil novecientos cuatro con 00/100 soles) e incluyó el expediente técnico, 

supervisión, expropiaciones, administración del proyecto, interferencias y 

mejoramiento del alumbrado público.  

En ese contexto, el Gobierno Regional del Callao suscribió un Memorándum de 

Acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo – PNUD 

con la finalidad de que este último brinde servicios administrativos y otros 

servicios de apoyo a través de la Oficina de las Naciones Unidas de Servicios 

para Proyectos – UNOPS. Particularmente, el encargo del PNUD consistió en 

realizar la selección y contratación de la empresa contratista que se encargaría 

de la Elaboración del Expediente Técnico del Estudio Definitivo y Ejecución de 

la Obra del Proyecto “Mejoramiento de la Av. Néstor Gambetta – Callao, primera 

etapa que incluye el tramo de acceso al terminal marítimo del Callao por el Muelle 

Sur, que comprende los tramos I, II, IIIa, IV y V” (en adelante, la Obra). 

Es así como, el PNUD realizó el proceso de selección y contratación bajo la 

modalidad Concurso Oferta, adjudicándosele la buena pro a Consorcio Nueva 

Gambetta (conformado por las empresas Constructora Andrade Gutiérrez S.A. 

Sucursal del Perú y Constructora Queiroz Galvao S.A. Sucursal del Perú). 

Todo ello dio pase a la suscripción del Contrato 022-2010-GRC con fecha 20 de 

agosto de 2010 por las partes, por un monto contractual ascendente a S/ 

355,712,377.54 (Trescientos cincuenta y cinco millones setecientos doce mil 

trescientos setenta y siete con 54/100 soles) según la oferta económica del 

Contratista, por un plazo contractual de 840 días disgregados en 120 días para 

la elaboración del Expediente Técnico y 720 días para la ejecución de Obra.  



8 
 

 
2.2. Hechos relevantes del caso  

 

Una vez iniciada la etapa correspondiente a la ejecución de la Obra, de 

conformidad con la Cláusula Cuarta del Contrato, el GORE asumió la obligación 

de entregar los terrenos saneados y libre de interferencias a favor del Consorcio. 

Las fechas inicialmente acordadas se establecieron debidamente en el 

Cronograma de Avance de Obra (CAO), de obligatorio cumplimiento para las 

partes.   

Es el caso que, el GORE no cumplió con la entrega oportuna de terrenos a favor 

del Contratista, ocasionando graves impactos en el CAO inicialmente aprobado. 

En atención a la imposibilidad de entregar el terreno libre de interferencias y 

debidamente saneado, se acordó el Inicio Parcial de Obra. Pese a las acciones 

de prevención asumidas por las partes y a los intentos de mitigar mayores 

demoras en la ejecución de la obra, las fechas pactadas para las entregas 

parciales de terreno tampoco pudieron ser cumplidas por la Entidad, 

ocasionando que la Contratista solicite (entre otras que no forman parte del 

presente informe) las siguientes Ampliaciones de Plazo: 

• Ampliación de Plazo N° 6: Se presentó el pedido el 11 de setiembre de 

2013 por el reconocimiento de 42 días calendario, Mayores Gastos 

Generales y Costos Directos por la no entrega del terreno correspondiente 

al lado izquierdo de la vía principal, sector Km 24+300 al 25+000. El 

GORE declaró procedente el pedido; sin embargo, concedió solamente 

34 días calendario y la suma ascendente a S/ 2,688,695.88. 

 

• Ampliación de Plazo N° 7: El Contratista solicitó 65 días calendario, así 

como el reconocimiento de Mayores Gastos Generales y Costos Directos 

por la no entrega de terreno correspondiente al lado izquierdo de la vía 

principal, sector Km 22+650 al 23+700. Esta fue rechazada por el GORE 

por haberse presentado el pedido de manera extemporánea.  

 

• Ampliación de Plazo N° 8: Formulada el 15 de octubre de 2013, por la cual 

se solicitó 45 días calendario, el reconocimiento de mayores gastos 



9 
 

generales y costos directos por la no entrega del terreno. Este pedido fue 

declarado improcedente por el GORE.  

 

• Ampliación de Plazo N° 9: el Contratista solicitó 63 días calendario, el 

reconocimiento de Mayores Gastos Generales y Costos Directos, debido 

a la entrega tardía y segmentada del terreno. Esta fue parcialmente 

concedida, puntualmente por 62 días y una parte de los mayores gastos 

generales y costos directos.  

 

• Ampliación de Plazo N° 10, por la cual se solicita 78 días calendario, 

reconocimiento de mayores gastos generales y costos directos. Este 

pedido fue parcialmente concedido por el GORE.  

 

• Ampliación De Plazo N° 11: Una vez más, se justifica en la no entrega de 

terreno que generó impacto en el CAO vigente, la solicitud de aprobación 

de prestación adicional N° 6. Se declaró improcedente por el GORE.  

 

• Ampliación de Plazo N° 12: Se solicitó una ampliación de plazo por la 

entrega tardía del terreno, por considerarse la entrega real del terreno el 

23 de enero de 2014. Dicha solicitud también fue declarada improcedente 

por el GORE.  

Posición del Consorcio Nueva Gambetta:  

Dada la denegatoria del GORE de otorgar las ampliaciones de plazo 

correspondientes, el Consorcio reclamó las siguientes pretensiones1:  

i) Primera Pretensión Principal: Se reconozca y otorgue al 

Consorcio la Ampliación de Plazo N° 12 por 35 días por retrasos 

en el Calendario de Obra.  

ii) Segunda Pretensión Principal: Se reconozca y ordene al GORE 

pagar a favor del CONSORCIO S/ 2,144,111.79 (más IGV e 

intereses) por Mayores Gastos Generales Variables – Obra 

principal.  

 
1 Según Memorial de Demanda presentado por el Consorcio Nueva Gambetta 
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iii) Tercera Pretensión Principal: Se reconozca y ordene al GORE 

pagar a favor del CONSORCIO la suma de S/ 703,844.34 (más IGV 

e intereses) por Mayores Gastos Generales Variables – Adicional 

04.  

iv) Cuarta Pretensión Principal: Se reconozca y ordene al GORE 

pagar a favor del CONSORCIO la suma de S/ 4,295,777.67 (más 

IGV e intereses) por Costos Directos incurridos por la paralización 

y/o inactividad de equipos como consecuencia de la no entrega 

oportuna y libre del terreno. 

v) Quinta Pretensión Principal: Se ordene al GORE el reembolso 

de los gastos arbitrales en su totalidad.  

Para el Consorcio, la Ampliación de Plazo N° 12 que sustenta el reclamo de 

mayores gastos generales y costos directos, se fundamenta en la entrega tardía 

del terreno por causas imputables al GORE. Este último tenía la obligación 
esencial de entregar el terreno libre de interferencias según el Cronograma de 

Obra.  

Consecuentemente, la entrega tardía del terreno por causas imputables al 

GORE otorga el derecho al Consorcio de reclamar la totalidad de días de 

demora, los mayores gastos generales y variables por la demora ocasionada; 

así como los costos directos incurridos por la paralización de Obra tras haber 

mantenido equipos que lo hicieron incurrir en mayores costos de posesión.  

 

Posición del Gobierno Regional del Callao: 

Según el GORE, la causal invocada por el Consorcio para solicitar su ampliación 

de plazo N° 12 no es la correcta, pues la entrega del terreno sí se efectúo el 23 

de octubre de 2023, y cualquier demora posterior se debió a un problema social 

con los operadores portuarios.   

En cuanto a los mayores gastos generales y costos directos incurridos por la 

paralización de Obra, el GORE fundamenta en que, al no corresponder la 

Ampliación de Plazo N° 12, tampoco corresponde el otorgamiento de montos a 

favor del Consorcio por dicha Ampliación. Además, aduce que, al encontrarse 
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frente a un contrato de suma alzada, el precio es invariable por haberse ofertado 

un monto fijo.  

Posición del Tribunal Arbitral respecto de la controversia: 

Para el Tribunal Arbitral, el Consorcio dispuso real y efectivamente del terreno el 

23 de enero de 2014, generando que se ampare el pedido de reconocimiento de 

35 días calendario del Consorcio.  

Aunado a ello, en palabras del Tribunal Arbitral, siempre que se otorgue una 

ampliación de plazo corresponde que se otorguen mayores gastos generales a 

favor del Consorcio, con el único fin de compensar al Contratista por los mayores 

gastos generales en los que este ha tenido que incurrir al ejecutar los trabajos 

en un mayor tiempo previsto, por lo que, en aplicación de las normas previstas 

en la Ley de Contrataciones vigente a dicha Obra, correspondió otorgar los 

mayores gastos por el monto de S/ 2,144,111.79. 

De la misma forma, con relación a los costos directos, el Tribunal determinó que 

sí correspondió otorgar los costos directos a favor del Consorcio; sin embargo, 
realizó descuentos por conceptos pagados por la Entidad, así como 
valorización de equipos utilizados parcialmente entre el 22 de julio de 2013 
y el 23 de enero de 2014, fecha real y efectiva de entrega del terreno.  

 

 

III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 
3.1. Problema principal 

3.1.1. ¿El GORE CALLAO incumplió con su obligación de entregar 

oportunamente los terrenos a favor del CONSORCIO? De ser afirmativa 

la respuesta ¿Ello generó un supuesto de desequilibrio económico 

financiero del Contrato? 

 

3.2. Problemas secundarios  
3.2.1. ¿La obligación de entregar el terreno constituye una obligación esencial 

del GORE CALLAO? 
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3.2.2. ¿Qué mecanismos tuvo el contratista para que se reestablezca un 

supuesto escenario de desequilibrio económico financiero producido por 

la falta de entrega de terrenos por parte del GORE CALLAO? 

 

3.2.3. ¿Qué requisitos deben coexistir para que se configure el desequilibrio 

económico financiero?  

 

IV. POSICIÓN DE LA CANDIDATA 
 

4.1. Respuestas preliminares a los problemas principal y secundarios 
 

Como respuesta preliminar a nuestro problema principal, consideramos que, 

bajo la normativa vigente a la suscripción del Contrato, si existió incumplimiento 

contractual atribuible al GORE CALLAO por la no entrega oportuna de terrenos 

debidamente saneados y libre de interferencias. Naturalmente, la no entrega 

oportuna de terrenos más la constante denegatoria de ampliaciones de plazo y 

reconocimientos económicos, ocasionaron un desequilibrio económico 

financiero en el Contratista que el Tribunal Arbitral debió reestablecer.  

 

En cuanto al primer problema secundario, de la documentación verificada, 

llegamos a la conclusión preliminar que la entrega de terrenos saneados legal y 

físicamente constituye una obligación esencial que el GORE CALLAO asumió, 

la cual resulta indispensable para que el Contratista cumpla con lo acordado. 

Sobre la base de ello, aunque las partes hayan pactado entregas parciales de 

determinados tramos, dichos sectores de terreno materia de entrega parcial 

también deben entregarse legal y físicamente saneados. Ello no sucedió. 

 

En lo que respecta al segundo problema principal, ante una eventual afectación 

a la ecuación financiera del Contrato, nuestra posición es que el Consorcio sí 

tuvo herramientas contractuales que fueron pactadas en el Contrato. Por 

ejemplo, las ampliaciones de plazo para equilibrar un calendario de obra 

afectado, así como la posibilidad de pedir mayores costos y/o costos directos sin 

que uno excluya al otro.  
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En cuanto al tercer problema principal, del análisis preliminar realizado, 

advertimos que se cumplen todas las condiciones para la configuración de la 

ruptura del equilibrio económico financiero, con lo cual, el Contratista se 

encuentra habilitado a solicitar su restablecimiento en sede arbitral.  

 
4.2. Posición individual sobre el fallo de la resolución  

 

Nuestra posición respecto del Laudo Arbitral es que, al haberse generado un 

desequilibrio económico financiero, el Tribunal Arbitral debió efectuar un correcto 

análisis de los montos reclamados por Costos Directos y Mayores Gastos, sin 

realizar descuentos injustos sobre los referidos.  

 

Asimismo, consideramos que los argumentos esbozados por el GORE CUSCO 

y analizados por el Tribunal Arbitral demostró que las condiciones inicialmente 

pactadas en el contrato se vieron afectadas por incumplimiento de la Entidad, 

impactando la ecuación económico-financiera del Contrato en múltiples 

ocasiones.  

 

Lamentablemente, el Tribunal Arbitral, El principal problema de la Resolución 

elegida radica en que, al no contar el Tribunal Arbitral con base legal para el 

cálculo de los Costos Directos una vez otorgados, este realiza descuentos 

inadecuados que solo perpetran el desequilibrio económico financiero causado 

por el GORE CALLAO, al entregar de manera tardía los terrenos a favor del 

Consorcio.  

 

V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  
5.1. Problema Principal: ¿El GORE CALLAO incumplió con su 

obligación de entregar oportunamente los terrenos a favor del 
CONSORCIO? De ser afirmativa la respuesta ¿Ello generó un 
supuesto de desequilibrio económico financiero del Contrato? 

 

El problema principal planteado en el presente informe parte de determinar si 

existió incumplimiento en la entrega de terrenos por parte del GORE CALLAO. 
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Para ello, sobre la base de la Ley, corresponde remitirnos al artículo 13 de dicho 

cuerpo normativo: 

“Artículo 13.- Características técnicas de los bienes, servicios 
y obras a contratar 

(…) 

En el caso de obras, además, se deberá contar con la 

disponibilidad física del terreno o lugar donde se ejecutará la 

misma y con el expediente técnico aprobado, debiendo cumplir con 

los requisitos establecidos en el Reglamento. La Entidad cautelará 

su adecuada formulación con el fin de asegurar la calidad técnica 

y reducir al mínimo la necesidad de su reformulación por errores o 

deficiencias técnicas que repercutan en el proceso de ejecución de 

obras.” 

En base a lo anterior, es la Entidad contratante aquella que deberá asegurar se 

cuente con la disponibilidad física del terreno, en este caso, la Av. Néstor 

Gambetta en el Callao. Lo anterior se condice con el Contrato el cual estableció 

que la entrega de terrenos a favor del Consorcio constituyó un requisito para 

iniciar la ejecución de obra: 

“4.2. Inicio del plazo de ejecución de obra: 

4.2.1. El plazo contractual para la ejecución de la obra se contará 

desde el día siguiente que se cumplan las siguientes condiciones: 

a) Que se designe al supervisor, según corresponda. 

b) Que LA REGIÓN haya aprobado el Expediente Técnico 

Definitivo de la Obra 

c) Que LA REGIÓN entregue al contratista el terreno o lugar 
donde se ejecutará la Obra saneado física y legalmente, libre 
de todo tipo de interferencias por servicios públicos 

(…) 
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g) Que LA REGIÓN obtenga las autorizaciones municipales o de 

entidades competentes, necesarias para ejecutar las 

intervenciones requeridas para la ejecución de la obra en áreas, 

predios e infraestructura identificados en el Expediente Técnico; 

así como para la utilización de las vías necesarias identificadas en 

el Expediente Técnico para desviar el tráfico durante la ejecución 

de la obra, para cuyo efecto LA REGIÓN coordinará con las 

autoridades parciales u otras pertinentes a efectos de brindar al 

Contratista el apoyo necesario para dicho efecto. (…)” 

(Énfasis agregado) 

Sobre la entrega de terrenos, la doctrina también concluye lo siguiente que dicha 

condición es plausible de ser indispensable para la ejecución de la Obra, toda 

vez que, resultará físicamente imposible para el Contratista ejecutar el encargo 

(Morón y Aguilera, 2017, 158).  

Con ello, podemos afirmar que la entrega de terrenos debe ser cumplida de 

manera eficiente y real por parte de la Entidad, toda vez que, no resulta fructuoso 

el acceso físico a los terrenos cuando legalmente no se disponga de ellos, y 

viceversa.  

Ahora bien, en el caso actual, una vez acordada la entrega parcial del terreno a 

la que nos referiremos más adelante, el GORE CALLAO se comprometió a 

entregar terrenos por sectores, por ejemplo, el SECTOR 12 (Km. 01+700 al 

02+700 – vía principal lado derecho e izquierdo). Esta entrega debió efectuarse 

el 30 de agosto de 2013 por el lado derecho mientras que el 23 de octubre de 

2013 por el lado izquierdo. Es el caso que, ninguna de ambas fechas se cumplió 

ocasionando un impacto de 111 días hasta el 23 de enero de 2014.  

Ante ello, el Consorcio solicitó una Ampliación de plazo que fue parcialmente 

otorgada, disminuyendo los 111 días solicitados a 76 días, ocasionando una 

ampliación de plazo no otorgada de 35 días. Pese a haberse cumplido con el 

procedimiento y plazo, la posición del GORE CALLAO partió de una invocación 

a la causal equivocada para solicitar dicha ampliación.  
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Naturalmente, la negativa de otorgar las ampliaciones por parte del GORE 

CALLAO condujo a que el Contratista asuma sobrecostes e improductivos que 

reclamó en el arbitraje mediante la primera pretensión por la cual reclama los 

referidos 35 días de entrega tardía del Sector 12 (Ampliación de Plazo N° 12); 

mediante la segunda pretensión los mayores gastos generales variables por 

un monto ascendente a S/ 2,144,111.79 (más IGV e intereses); así como costos 

directos incurridos por la paralización y/o inactividad de equipos como 

consecuencia de la no entrega oportuna y libre del terreno ascendente a S/ 

4,295,777.67 mediante la cuarta pretensión. En este punto, corresponde 

precisar cuál fue el fallo del Tribunal Arbitral respecto de dichos reclamos2.  

En primer lugar, el Tribunal determinó que sí se configuró la causal de ampliación 

de plazo en los términos que el Contratista solicitó. Pues bien, de la 

documentación alcanzada por las partes como el Acta de Entrega Parcial N° 69 

de fecha 23 de octubre de 2013, fecha en la que debían entregar el lado izquierdo 

del Sector 12, se advierte que el terreno fue entregado de manera tardía e 

incompleta, impactando en el cronograma. Asimismo, se deja constancia en 

dicha acta que el Consorcio Supervisión Gambetta (en adelante, el Supervisor) 

se encontraba, a la fecha, realizando estudios técnicos de ingeniería para la 

realización de determinadas modificaciones en la rasante. Como se advierte, es 

una causa no imputable al Consorcio. 

En efecto, la entrega tardía parcial efectuada en octubre de 2013 no fue a favor 

del Consorcio, por lo que coincidimos con el Tribunal al afirmar que ello 

constituye un incumplimiento de la obligación contractual de entregar los 

terrenos física y debidamente saneados. Es por ello que, se declara fundada 

dicha pretensión principal.  

En segundo lugar, en cuanto al reclamo de Mayores Gastos, una vez otorgados 

los 35 días a favor del Consorcio, coincidimos con el Tribunal Arbitral al 

determinar que sí corresponde otorgarlos.  

Para ello, se remite a la norma vigente a la suscripción del Contrato, la cual 

determina la fórmula de cálculo de mayores gastos reclamados. Por un lado, en 

 
2 Corresponde indicar que, por razones metodológicas no ingresaremos al análisis de la Tercera Pretensión 
Principal pues se refiere a un adicional de obra que no es materia del informe.  
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caso de atrasos, deberá entenderse como aquel trabajo que se torna lento y 

demorado; mientras que, por paralización se entenderá el detenimiento de la 

totalidad de la obra. Una vez realizados los cálculos matemáticos, se otorgó a 

favor del Contratista el monto reclamado.  

En tercer lugar, y es en este punto se fundamenta nuestro principal problema 

jurídico, el Tribunal Arbitral resolvió el pedido del Consorcio referido a los Costos 

Directos. Por una parte, el argumento del Consorcio partió en los mayores costos 

de posesión de los equipos y maquinarias inicialmente pensadas para realizar 

trabajos en el tiempo y monto ofertado. El reclamo no solo se fundamentó en el 

Sector 12; sino también en el Sector 4-2 de las progresivas del Km. 24+300 al 

Km. 25+000; las progresivas del Km. 22+650 al Km. 23+700; subtramo 3 del 

Tramo V. Dichos impactos ascendieron a S/ 4,295,777.67.  

Los referidos reclamos se fueron realizando progresivamente como parte de las 

solicitudes de ampliaciones N° 06, N° 09, N° 10 y N° 12 las cuales fueron 

otorgadas por la propia Entidad o el Tribunal en el caso de la Ampliación de plazo 

N° 12. Todo en base al principio de equidad, pues, como se ha mencionado, el 

principio del Equilibrio Económico Financiero no formó parte de la normativa 

aplicable al Contrato. 

Por otra parte, el argumento del GORE CALLAO se centró en la imposibilidad de 

reclamar montos económicos en un contrato pactado a Suma Alzada, por no ser 

compatible con dicha modalidad.  

Ahora bien, a juicio del Tribunal Arbitral los costos directos reclamados resultan 

válidos al haberse acreditado la entrega tardía de terrenos por causas imputables 

al Contratista, disgregando el pedido en los siguientes grupos:  

 

Sobre la base del referido cuadro, el Tribunal Arbitral realiza descuentos 

realizando un incorrecto discernimiento entre paralización y atraso de obra. Con 
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ello, realiza descuentos correspondientes a las valorizaciones de equipos 

durante el periodo trabajado con retrasos, así como descuentos supuestamente 

pagados por el GORE CALLAO.  

Partiendo de dicho cálculo, sin perjuicio que analizaremos cada condición 

necesaria para que se configure el desequilibrio económico financiero, la 

discrecionalidad al ejecutar los descuentos por parte del Tribunal Arbitral, en un 

caso en el que el Contratista soportó constantes atrasos en las entregas de 

terreno, la ecuación económica contractual se ve gravemente afectada por el 

cálculo referido.  

En efecto, de la Cláusula Cuarta del Contrato se desprende que el GORE 
CALLAO asumió la obligación de entregar a favor del Contratista el terreno a 

efectos de ejecutar la obra bajo los términos ofertados. Ello se condice con la 

normativa vigente a la suscripción del Contrato, el cual según el Artículo 13° de 

la Ley, establece como una de las características técnicas de las obras a 

contratar la disponibilidad física del terreno o lugar donde se ejecutará la obra, 

por lo tanto, el INCUMPLIMIENTO resulta, a nuestro parecer, suficiente para que 

se busque reequilibrar el equilibrio económico del contrato gravemente 

trasgredido.  

En ese marco, nuestra posición es que, habiendo resultado favorables las 

Ampliaciones de Plazo N° 06, N° 09, N° 10 y N° 12 solicitadas por el Contratista, 

naturalmente sí corresponde otorgar los montos requeridos sin un cálculo 

discrecional que afecte al Contratista.  

 

5.2. Primer Problema Secundario: ¿La obligación de entregar el terreno 
constituye una obligación esencial del GORE CALLAO? 

 

En primer lugar, para responder al primer problema secundario planteado 

corresponde remitirnos a la finalidad del Proyecto, el cual significó una inversión 

pública que facilite el acceso terrestre al terminal marítimo del Callao mediante 

la optimización de la avenida principal más relevante y cercana: Av. Néstor 

Gambetta. Ello con el fin de procurar las actividades comerciales nacionales 



19 
 

como internacionales en el Puerto del Callao en el marco del Decreto de 

Urgencia Nº 052-2009. 

En efecto, las partes suscribieron el Contrato con la finalidad de que el Consorcio 

se encargue de efectuar los trabajos encomendados en la Avenida Néstor 

Gambetta en el Callao. Naturalmente, es el Consorcio quien asume la mayor 

cantidad de obligaciones; sin embargo, al ser un contrato de prestaciones 

recíprocas, el GORE CALLAO también asumió ciertas obligaciones. Sobre la 

base de lo mencionado, es preciso hacer una distinción entre obligaciones 

contractuales que resultan esenciales y aquellas que no.  

El OSCE, mediante Opinión N° 27-2014/DTN, define una obligación esencial 

como aquella que resultará de indispensable cumplimiento para conseguir la 

finalidad del Contrato (2014). Se traduce en el deber de realizar una conducta de 

tal importancia que, si una de las partes incumple dicha obligación, se frustra la 

finalidad del contrato. Esto también quiere decir que, no todas las obligaciones 

que se establezcan en las Bases Integradas o el contrato, resultan ser 

obligaciones esenciales. Por ejemplo, la obligación de pago a cargo de la Entidad 

resulta una obligación esencial toda vez que, en un contrato oneroso, el 

Contratista espera recibir la contraprestación por los trabajos efectuados.  

Aunado a este concepto comúnmente aceptado, la Opinión N° 003-2021/DTN 

esboza la necesidad de que dicha obligación se encuentre explícitamente 

señalada en el Contrato (2021). Es decir, no podrá entenderse una obligación 

esencial aquella que las partes presuman o infieran de la lectura del contrato o 

bases integradas. Lo anterior ha sido cuestionado toda vez que, al ser un 

contrato con altas prerrogativas de la Entidad para definir sus términos, resulta 

contraproducente que sea la propia Entidad quien determine cuales son 

obligaciones esenciales (Huapaya, Alejos, 2021). Nuestra opinión es que, la 

naturaleza esencial de la obligación nace de su imprescindibilidad y carácter 

indispensable, no de la literalidad del texto redactado.  

En ese sentido, es posible afirmar que, en un contrato de obra, la disponibilidad 

del terreno constituye una condición para la ejecución contractual, esto es, una 

obligación esencial.  
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Esta afirmación es avalada por reconocida doctrina nacional. Lógicamente, en el 

caso de la entrega de terrenos, resultará físicamente imposible efectuar los 

trabajos de campo encomendados si no se cuenta con  

Sin perjuicio de lo anterior, al abarcar la Obra extensas áreas de terreno y/o 

tramos, puede resultar sumamente complicado efectuar la entrega de terreno 

total en donde se ejecutará esta. Es en atención a ello que, ante la inexistencia 

de normativa que prevea la entrega de terreno parcial, las partes al suscribir el 

Contrato de obra establecen las condiciones específicas bajo las cuales se podrá 

efectuar el inicio parcial de obra.  

El OSCE, a través de la Opinión N° 045-2015/DTN, se ha pronunciado de 

manera favorable al respecto, advirtiendo lo siguiente:  

“una Entidad, dentro del alcance de una decisión de gestión y en el 

marco de sus fines institucionales y competencias funcionales, 

podrá entregar, en forma excepcional y con el correspondiente 

sustento técnico, el terreno parcialmente o con áreas no 

disponibles cuando las condiciones particulares de la obra lo 

requieran (por ejemplo, obras lineales ejecutadas por tramos o por 

etapas), siempre que con ella se garantice la oportuna ejecución 

de la obra y que las áreas de terreno pendientes de entrega o no 

disponibles al momento de iniciar la ejecución de la obra estén a 

disposición del contratista en el momento que lo requiera, según lo 

establecido en el calendario de avance de obra”  

Como se puede apreciar, en caso las condiciones y particularidades de la obra 

lo requieran, la Entidad podrá realizar entregas parciales de terreno para no 

trasgredir el Calendario de avance de obra inicialmente acordado.  

En el presente caso, mediante Cláusula Cuarta, las partes acordaron dar inicio 

parcial a la ejecución de la obra siempre que concurran, como mínimo, los 

requisitos esbozados en los literales c) y g) de la Cláusula 4.2.1. Puntualmente, 

dichos requisitos se refieren a la entrega del terreno o lugar en el que se 

ejecutarán los trabajos y a las autorizaciones municipales o de entidades 

competentes para la ejecución de la obra.  
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Situándonos en ese contexto, ¿podemos afirmar que la entrega parcial de 

terrenos resulta suficiente para afirmar que la Entidad cumplió con su obligación 

esencial? Sobre dicha interrogante, la Opinión N° 15-2015 del OSCE se ha 

pronunciado de manera positiva, estableciendo que deberá considerarse como 

iniciado el plazo contractual cuando la obra se haya comenzado a ejecutarse al 

menos en un sector (2015). 

Desde nuestro punto de vista, efectivamente se habrá iniciado el plazo 

contractual con el inicio de los trabajos en campo respecto de un sector; sin 

embargo, no es posible afirmar que ello constituye un cumplimiento total de la 

obligación esencial de la entidad. Mucho menos se puede afirmar dicha entrega 

parcial exenta a la Entidad de conceder las ampliaciones de plazo necesarias. 

De lo anterior, llegamos a una primera conclusión de este acápite: la entrega 

parcial de terrenos también constituyó una obligación esencial del GORE 
CALLAO. Más adelante puntualizaremos en cuál es nuestra posición respecto 

del posible cumplimiento de dicha obligación esencial.  

En segundo lugar, debemos definir qué características debían cumplir los 

terrenos para que la obligación esencial sea debidamente cumplida. Al respecto, 

el Contrato establece que estos deben encontrarse saneados física y 

legalmente, libre de todo tipo de interferencias. Sobre ello, la Opinión N° 064-

2016/DTN establece que la disponibilidad física y legal implica la posibilidad de 

acceso, la libertad de uso garantizada por la Entidad y/o los derechos reales que 

sean necesarios sin que existan terceros legitimados para impedir la ejecución 

de la Obra (2016)3.  

Partiendo de la definición anterior, no podrá considerarse cumplida la obligación 

esencial cuando el GORE CALLAO haya realizado la entrega de terrenos que 

no se encuentren TOTALMENTE disponibles para su uso. No nos referimos a la 

totalidad del terreno, pero si a la total disponibilidad del sector entregado.  

En el caso puntual materia de este informe, las partes acordaron un Calendario 

de Avance de Obra que fue modificado en base a la no disponibilidad de terrenos 

 
3 Coinciden con esta definición las Opiniones N° 168-2018/DTN y N° 108-2022/DTN.  
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por parte del GORE CALLAO. Una vez adecuado el referido Calendario, la 

Entidad incumplió con las nuevas entregas parciales acordadas.  

Consecuentemente, al ser un contrato de obra, la imposibilidad de contar con el 

terreno en el cual se ejecutaría la obra (es decir, la imposibilidad de acceder 

física o legalmente a la Av. Néstor Gambetta) tornó en imposible la ejecución 

contractual asumida por el Contratista. 

 

5.3. Segundo Problema Secundario: ¿Qué mecanismos tuvo el 
contratista para que se reestablezca un supuesto escenario de 
desequilibrio económico financiero producido por la falta de 
entrega de terrenos por parte del GORE CALLAO? 

 

Como segundo problema secundario, corresponde analizar qué mecanismos 

tuvo el Contratista para reestablecer el equilibrio económico financiero del 

Contrato tras la entrega tardía de terrenos. Sobre ello, el Contrato establece que, 

salvo caos puntuales que en los siguientes párrafos analizaremos, el Consorcio 

no tendrá derecho a ningún reconocimiento de gastos generales siempre que el 

GORE CALLAO haya cumplido con la entrega oportuna de terrenos y la 

obtención de autorizaciones correspondientes. 

Se exceptúa de la regla anterior los casos en los que, a pedido del GORE 
CALLAO y por causas imputables a este, se haya dado inicio parcial a la 

ejecución de obra, siempre que esta situación haya causado impactos en el ritmo 

de la obra. Precisamente, el último párrafo de la Cláusula 4.2.1. menciona:  

“Si el inicio anticipado o parcial de la obra afecta el ritmo, plazo o 

la secuencia constructiva previstos, por causas ajenas a EL 

CONTRATISTA, este tendrá derecho a la ampliación de plazo 
que corresponda y/o reconocimiento de los mayores gastos 
generales y/o costos directos incurridos, según corresponda.” 

Como se advierte del texto expreso, el Contrato prevé tres remedios legales no 
excluyentes para equilibrar el Contrato ante la afectación del ritmo de obra por 

causas no imputables al Consorcio, desde el restablecimiento del cronograma 

afectado, hasta reconocimientos económicos.  
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A. Ampliación de plazo contractual:  

Se definen las ampliaciones de plazo como la extensión del tiempo que tendrá 

el Contratista para efectuar los trabajos correspondientes, siempre que 

concurran condiciones y/o circunstancias ajenas a la voluntad de este. Este 

remedio se fundamenta en el principio de equidad que rige las contrataciones 

públicas, según el cual “por el carácter conmutativo del contrato, las partes han 

establecido una equivalencia entre las obligaciones recíprocas y, además, han 

asumido el compromiso de que esta equivalencia se mantenga hasta la 

conclusión del Contrato” (Morón y Aguilera: 2017). 

El Reglamento de la Ley, a la suscripción del Contrato, también prevé supuestos 

bajo los cuales resultan procedentes las ampliaciones de plazo:  

“Artículo 175.- Ampliación del plazo contractual 

Procede la ampliación del plazo en los siguientes casos: 

1. Cuando se aprueba el adicional, siempre y cuando afecte el 

plazo. En este caso, el contratista ampliará el plazo de las garantías 

que hubiere otorgado. 

2. Por atrasos o paralizaciones no imputables al contratista. 

3. Por atrasos o paralizaciones en el cumplimiento de la prestación 

del contratista por culpa de la Entidad; y, 

4. Por caso fortuito o fuerza mayor.” 

(Énfasis agregado) 

En concordancia con la normativa, la Cláusula Cuarta del Contrato estableció lo 

siguiente:  

“4.3. Ampliación de Plazo:  

El plazo para la elaboración del Expediente Técnico y para la 

Ejecución de la Obra, será prorrogado por eventos que no sean 
atribuibles al Contratista, como son, de manera ilustrativa:  

i) Eventos calificados como de fuerza mayor o caso fortuito 

ii) Eventos atribuibles a LA REGIÓN 
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iii) Por vicios ocultos en los terrenos, áreas o zonas que afecten la 

ruta crítica de ejecución de la(s) Obra(s). La afectación de la 

ruta crítica se calculará de acuerdo a la programación PERT-

CPM correspondiente.  

iv) Por interferencias físicas en el área de intervención para la 

elaboración del Estudio Definitivo y la Ejecución de la Obra.” 

(Énfasis agregado) 

En palabras distintas, la figura de la ampliación de plazo sirve para equilibrar la 

afectación a los plazos, para luego equilibrar la afectación en términos 

económicos.  

B. Mayores gastos generales:  

Los gastos generales son definidos por el Anexo Único del Reglamento como 

“aquellos costos indirectos que el contratista debe efectuar para la ejecución de 

la prestación a su cargo, derivados de su propia actividad empresarial, por lo que 

no pueden ser incluidos dentro de las partidas de las obras o de los costos 

directos del servicio”. 

En cuanto a los mayores gastos generales, el OSCE, a través de la Opinión N° 

109-2021/DTN, la Dirección Técnico Normativa de dicho Organismo hace la 

distinción entre gastos generales fijos y variables, entendiendo por gastos 

generales fijos como aquellos no relacionados al tiempo de la ejecución; mientras 

que gastos generales variables son aquellos que dependen del tiempo en el que 

las obras se desarrollan, por lo que son susceptibles de aumentarse durante la 

obra (2021).  

De lo anterior, se desprende que el Consorcio sólo podrá reclamar mayores 

gastos generales variables a causa de ampliaciones de plazo otorgadas a su 

favor. En efecto, dicha sinergia entre la ampliación de plazo y los mayores gastos 

generales también fue recogido por la Ley y su Reglamento:  

“Artículo 202.- Efectos de la modificación del plazo contractual 

Las ampliaciones de plazo en los contratos de obra darán 
lugar al pago de mayores gastos generales variables iguales 
al número de días correspondientes a la ampliación 
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multiplicados por el gasto general variable diario, salvo en los 

casos de obras adicionales que cuentan con presupuestos 

específicos. 

Sólo en el caso que la ampliación de plazo sea generada por la 

paralización de la obra por causas no atribuibles al contratista, dará 

lugar al pago de mayores gastos generales variables debidamente 

acreditados, de aquellos conceptos que forman parte de la 

estructura de gastos generales variables de la oferta económica 

del contratista o del valor referencial, según el caso. 

En el supuesto que las reducciones de prestaciones afecten el 

plazo contractual, los menores gastos generales variables se 

calcularán siguiendo el procedimiento establecido en el párrafo 

precedente. 

En virtud de la ampliación otorgada, la Entidad ampliará el plazo de 

los otros contratos celebrados por ésta y vinculados directamente 

al contrato principal.” 

(Énfasis agregado) 

Como se lee de la norma expuesta, esta refleja la fórmula para calcular los 

gastos generales que deberán ser otorgados al Contratista  

C. Costos directos:  

Finalmente, los costos directos reclamados por el Consorcio encuentran un vacío 

legal en la antigua normativa de Contrataciones, razón que dificulta aún más su 

cálculo en el marco de un arbitraje. Nos remitimos a la doctrina, según la cual, 

Campos e Hinostroza (2008, 303) indican que los Costos Directos son:  

“Todos aquellos costos (de mano de obra, materiales y equipos) 

que se pueden asignar y relacionar con una actividad específica 

(por ejemplo, excavación, concreto, encofrado, muro de ladrillo, 

etc.) y que forman de alguna manera parte de la obra física que se 

entrega al propietario.” 
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Los Costos directos se entenderán, entonces, como aquellos costos previamente 

contemplados por el Contratista para ejecutar los trabajos encomendados. En 

este caso, el Consorcio tuvo a su cargo la  

Naturalmente, el Contrato busca prever la ruptura del principio de equidad que 

rige las contrataciones públicas, según el cual, el acuerdo debe ser beneficioso 

para ambas partes.  

En conclusión a este problema secundario, el Consorcio contó con diversas 

herramientas contractuales para restablecer el equilibrio económico financiero 

del Contrato en caso se verifique que este se ha materializado. Corresponde, 

entonces, analizar la naturaleza una figura en particular: los costos directos.  

Partimos del concepto de Costos Directos para entenderlos como aquel monto 

resultante de todos los elementos requeridos para ejecutar una determinada 

obra bajo el plazo contractual y las características ofertadas. Incluye desde la 

mano de obra, hasta maquinarias, equipos, herramientas y materiales. 

 

5.4. Tercer Problema Secundario: ¿Qué requisitos deben coexistir para 
que se configure el desequilibrio económico financiero?  

 

El tercer problema secundario que se pretende resolver, parte por identificar qué 

supuestos deben coexistir para que se configure una ruptura del equilibrio 

económico financiero del Contrato. Para ello, corresponde desarrollar qué 

debemos entender por dicho concepto para luego analizar sus requisitos.  

Por equilibrio económico financiero puede entenderse la ruptura de la equidad y 

proporcionalidad que motivó a las partes a la suscripción del Contrato. 

Naturalmente, las partes contratan pretendiendo obtener beneficios (de distintos 

tipos) para sí. Por una parte, el Estado contrata con el objeto de aprovechar la 

experiencia, los recursos humanos y trabajos del Contratista, quien ejecutará el 

trabajo encargado, en este caso el mejoramiento de la Av. Néstor Gambetta. Por 

su parte, el Consorcio contrata esperando una contraprestación que le resulte 

favorable por el plazo pactado.  

Este principio rector de las contrataciones públicas pretende ser la contrapartida 

a los poderes exorbitantes que el Estado mantiene, que permite a este último 
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realizar los cambios que crea necesarios en pro del interés público, desvirtuando 

los acuerdos inicialmente adoptados por las partes. Así, para evitar que dicha 

potestad resulte irreparablemente gravosa para el privado, los contratos 

administrativos deben procurar mantener el equilibrio económico financiero.  

Entonces, ante la ruptura injustificada del esquema económico contractual, el 

Contratista podrá reclamar su restablecimiento. Ante una afectación a dicho 

esquema, el restablecimiento económico será la única manera de lograr que 

cada parte contratante alcance su finalidad al contratar.  

Tenemos, por un lado, la finalidad económica que motivó al Contratista a 

suscribir un Contrato de gran magnitud, ejercicio de su derecho a la libertad de 

empresa, por ejemplo; mientras que, por otro lado, la motivación de la Entidad 

que parte de satisfacer el interés general de un sector de la población 

directamente beneficiada con la obra a ejecutarse. 

En ese orden de ideas, el referido principio según Rodríguez “consiste en que 

las prestaciones que las partes pactan de acuerdo con las condiciones tomadas 

en consideración al momento de presentar la propuesta o celebrar el contrato, 

deben permanecer equivalentes hasta la terminación del mismo” (2013, p. 14).  

En el caso que nos congrega, habiendo verificado que los terrenos fueron 

entregados de manera tardía, así como identificado las herramientas 

contractuales con las que el Consorcio contó para reparar un supuesto 

desequilibrio ocasionado por la entrega tardía, corresponde verificar si los 

hechos descritos causaron un desequilibrio económico financiero, bajo los 

conceptos previamente expuestos.  

La doctrina desarrolla cuatro (4) condiciones que deberán verificarse para 

afirmar que nos encontramos frente a la teoría de la ruptura del equilibrio 

económico financiero: i) la alteración debe darse por acontecimientos que no 
puedan ser imputables a la parte que reclama el restablecimiento; ii) la 
alteración debe suceder posterior a la firma del contrato; iii) la alteración 
debe ser causada por un alea anormal; iv) debe afectar la economía del 
contrato de forma grave y anormal.  
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En primer lugar, la alteración a la ecuación económico – financiera debe resultar 

una causa no imputable al Contratista, es decir, por causa ajena al Consorcio 

Nueva Gambeta, que es quien reclamó el restablecimiento.  

Esta condición se fundamenta en la conducta de las partes, según la cual, el 

Contratista afectado no deberá responder por actos -constituyan o no 

incumplimientos contractuales - que no hayan sido causados por sí mismo, por 

ejemplo, un desastre natural. Naturalmente, este panorama se presenta en 

entrega de terrenos toda vez que se constituyó en el Contrato como un riesgo 

asumido por la Entidad, en su totalidad.  

Cabe precisar que, la referida condición excluye aquellos supuestos  

En segundo lugar, resulta importante definir la fecha en la que la alteración 

afectó el equilibrio económico financiero, la cual debe ser posterior a la firma del 

Contrato. Se fundamenta, principalmente en que el hecho sea sobrevenido al 

momento en el que el Consorcio tuvo la oportunidad de elaborar la oferta 

económica en base a todas las características de las Bases Integradas.  

Ello quiere decir que, no será susceptible de reconocimiento aquel desequilibrio 

económico que el Contratista tuvo la oportunidad de conocer desde la etapa de 

Selección de la contratación. Lógicamente, en un ejemplo hipotético, si la 

empresa A asumió la ejecución de una carretera por un determinado monto 

ofertado, no podrá alegar la ruptura del equilibrio económico financiero por haber 

realizado un mal cálculo de los materiales de obra. Distinto panorama 

advertiríamos si, en el mismo ejemplo hipotético, la entidad contratante hubiese 

decidido ampliar 1 carril a dicha carretera, desnaturalizando la oferta económica 

inicialmente presentada.  

En tercer lugar, la siguiente condición requiere que la alteración al Contrato sea 

causada por un alea anormal. Para ello, Rodríguez define al alea normal como 

aquella situación que debió ser prevista por el contratista como parte de los 

riesgos empresariales asumidos para lograr la adjudicación del proyecto; 

mientras que, un alea anormal como aquel evento que escapa de cualquier 

previsión que las partes pudieran efectuar (2021, 38). 
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En nuestra opinión, la demora en entrega de terrenos constituye un alea anormal 

o extraordinario pues se trata de una circunstancia fáctica que el Consorcio no 

debió prever al formular su oferta económica, frustrando los cálculos realizados 

por este para ejecutar el Contrato en la forma y tiempo pactado. Sobre este 

punto, se debe tener en cuenta que, en el marco de un contrato administrativo, 

es la Entidad aquella parte que cuenta con potestades exorbitantes al contratar. 

Por dicha razón, el GORE CALLAO en calidad de comitente, asumió la entrega 

de terrenos a favor del Consorcio, siendo este una situación jurídica de la cual el 

Consorcio parte al generar su propuesta.  

Dista, entonces, de ser considerada una contingencia normal que los terrenos 

hayan sido entregados de manera tardía, inclusive por sectores. Más aún cuando 

se pactó dicho riesgo lo asumió, enteramente, el Gore Callao, mediante Cláusula 

Cuarta. En ese orden de ideas, se deberá equilibrar las obligaciones y derechos, 

así como las cargas y beneficios que las partes pudiesen haber asumido.  

En cuarto lugar, la alteración debe afectar la economía del contrato de forma 

grave y anormal lo cual quiere decir que dicha afectación se materialice en los 

términos económicos del Contrato generando mayores gastos, sobrecostes y/o 

cualquier concepto que haga sus veces.  

En el caso del Consorcio, al haberse impactado el calendario de avance de obra 

en varias ocasiones en diferentes tramos de trabajo, solicitó al GORE CALLAO 

ampliaciones de plazo, así como mayores gastos generales variables y costos 

directos por los siguientes montos:  

CONCEPTO MONTO 
Mayores gastos generales 

variables: 

S/ 2,144,111.79 

Costos directos: S/ 4,295,777.67 

 

Como se advierte, el monto reclamado en el caso arbitral materia de laudo 

asciende a S/ 6,439,889.46 monto que, con la debida probanza debe ser 

reconocido a favor del Contratista para respetar la llamada equivalencia honesta 

de las prestaciones. En este punto, nuestra posición es que, pese a que el monto 

contractual resulta alto, todo monto que represente los sobrecostos en los que 
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haya incurrido el Contratista resulta arbitrario en el ordenamiento jurídico 

peruano.  

En efecto, a modo de conclusión del acápite, presente caso, los costos directos 

se elevaron por la entrega tardía del terreno, razón por la cual el Consorcio inició 

el arbitraje correspondiente. El problema principal surge cuando el Tribunal 

Arbitral otorga los costos directos a discrecionalidad perpetrando el desequilibrio 

económico financiero que ya existía entre las partes. Ello irrumpe con la finalidad 

de contratar causando perjuicios económicos al Contratista.  

 

VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 
 

A modo de conclusión general, consideramos que resulta incongruente otorgar 

las Ampliaciones de Plazo solicitadas por el Contratista sin otorgar aquellos 

montos económicos que permitirán reestablecer el desequilibrio económico 

causado por la Entidad. 

 

Si bien es cierto, la normativa vigente a la suscripción del Contrato no contempló 

ninguna fórmula de cálculo de costos directos, no advertimos motivación 

suficiente por parte del Tribunal Arbitral para realizar los descuentos que efectuó. 

Más aún si el derecho y afectación han sido reconocidos por este mismo 

colegiado.  

 

Efectivamente, las herramientas legales que tuvo el Contratista para reclamar lo 

propio fueron correctamente utilizadas por esta, las cuales no resultan 

excluyentes una de las otras. Es por ello que, corresponde otorgar los montos 

siempre que estos se encuentren debidamente sustentados -por ejemplo, con 

una pericia, como es el caso-  
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ANEXOS 
22. Contrato N° 022-2010-GOBIERNO REGIONAL DEL CALLAO (ANEXO 1) 

 
23. Acta de instalación del Tribunal Arbitral de fecha 31 de marzo de 2014 

(ANEXO 2) 
 

24. Demanda arbitral presentada por el Consorcio contra el GORE CALLAO. 

(ANEXO 3)  
 

25. Contestación de demanda arbitral presentada por el GORE CALLAO. 

(ANEXO 4)  
 

26. Acta de determinación de cuestiones materia de pronunciamiento del 

Tribunal Arbitral. (ANEXO 5) 
 

27. Resolución N° 21 que contiene el Laudo Arbitral de fecha 1 de diciembre 

de 2015. (ANEXO 6) 
 

28. Resolución N° 24 que resuelve pedidos post laudo (ANEXO 7) 
 

29. Demanda de anulación de laudo presentada por el Consorcio contra el 

Laudo Arbitral (ANEXO 8) 
 

30. Contestación a la demanda de anulación de laudo (ANEXO 9) 
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31. Sentencia de vista por la cual se declara infundada la demanda de 

anulación de laudo. (ANEXO 10) 
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